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SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

I 

La apelante, Universidad de Puerto Rico (UPR), solicita que 

revoquemos una sentencia dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia (TPI), Sala de Carolina, el 9 de junio de 2015, archivada en 

autos el 2 de julio de 2015. La UPR solicitó reconsideración y 

determinaciones de hecho adicionales. El 7 de agosto de 2015, el TPI 

notificó su negativa a ambas solicitudes. 

El 8 de septiembre de 2015, la UPR presentó el recurso de 

apelación KLAN201501386 en este Tribunal. El 29 de abril de 2016 

desestimamos el recurso porque era prematuro y advertimos al TPI 

que no podía asumir jurisdicción nuevamente en el caso, hasta que el 

mandato de nuestra sentencia fuera remitido. Nuestra sentencia fue 

notificada el 6 de mayo de 2016. 

El 23 de mayo de 2016, el TPI emitió una notificación 

enmendada del archivo en autos de la resolución de la moción de 

reconsideración y de la resolución de determinaciones de hecho 
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adicionales. No obstante, a esa fecha el Tribunal de Apelaciones no 

había notificado el mandato de su sentencia que fue notificado el 24 

de junio de 2016. 

La UPR advirtió por escrito al TPI que había actuado sin 

jurisdicción porque el mandato del Tribunal de Apelaciones todavía no 

había sido remitido. El 22 de julio de 2016 presentó el recurso de 

apelación que nos ocupa. 

II 

 
A 

 
El mandato es la orden mediante la que un tribunal superior 

notifica a uno de inferior jerarquía, que revisó el caso en apelación y le 

envía los términos de su sentencia. Se trata del medio oficial utilizado 

por los tribunales apelativos para comunicar a los de menor jerarquía, 

su disposición sobre la sentencia objeto de revisión y les ordena 

cumplir lo acordado. Una vez la secretaría de un tribunal apelativo 

remite el mandato al foro inferior, el caso queda finalizado para 

efectos del tribunal de mayor jerarquía. A partir de ese momento, el 

recurso presentado ante el foro revisor concluye para todos los fines 

legales y dicho foro pierde jurisdicción sobre el asunto. No es hasta 

que se remite el mandato, que el tribunal inferior readquiere 

jurisdicción sobre el asunto para ejecutar la sentencia del foro 

apelativo. Colón y otros v. Frito Lays, 186 DPR 135, 153 (2012); Mejías 

et al v. Carrasquilla et al, 185 DPR 288, 300-301 (2012). 

 El Tribunal Supremo explicó la importancia jurisdiccional que 

tiene el mandato remitido por el Tribunal de Apelaciones al Tribunal 

de Primera Instancia en Colón y otros v. Frito Lays, supra, donde 

expresó que: 

El tribunal sujeto a revisión no adquiere jurisdicción 
nuevamente para poder continuar con los procedimientos 

y ejecutar los dictámenes de la sentencia en alzada hasta 
tanto reciba el mandato del tribunal revisor. En otras 
palabras, es por el mandato que se le devuelve la 

autoridad para actuar, según lo dispuesto por el tribunal 
de mayor jerarquía. 
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En resumen, luego de paralizados los procedimientos en 
el foro de origen, este pierde su facultad para atender las 

controversias planteadas en alzada y no vuelve a adquirir 
jurisdicción sobre ellas hasta tanto el tribunal revisor le 

remite el mandato correspondiente. 
 
Lo anterior tiene el efecto ineludible de anular toda 

actuación que lleve a cabo el foro revisado, luego de que 
los asuntos se hayan paralizado y previo a recibir el 
mandato. 

 
III 

 
El TPI obró sin jurisdicción al actuar en el caso, sin haber 

recibido la notificación del mandato del Tribunal de Apelaciones. Las 

notificaciones enmendadas emitidas por el TPI, constituyen una 

actuación nula e ineficaz, debido a que a la fecha que se emitieron, el 

Tribunal de Apelaciones aún tenía la jurisdicción del caso. El foro 

primario estaba obligado a esperar el recibo del mandato en el caso 

KLAN201501386 para readquirir su jurisdicción y hacer efectiva la 

decisión del Tribunal de Apelaciones. Igualmente deberá esperar a la 

notificación del mandato de la decisión emitida en este recurso y así 

poder cumplir con nuestra determinación. No es hasta que se remite 

el mandato, que el tribunal inferior readquiere jurisdicción sobre el 

asunto para ejecutar la sentencia del foro apelativo. Colón y otros v. 

Frito Lays, supra. 

IV 

Por lo antes expuesto, se desestima este recurso por ser 

prematuro. Nuevamente advertimos y ordenamos al TPI que 

deberá aguardar a la remisión de los correspondientes mandatos 

de este tribunal, antes de actuar y cumplir con lo ordenado. Se 

ordena a la secretaría el desglose de los apéndices presentados. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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VOTO PARTICULAR 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

 En repetidas ocasiones hemos advertido que los foros de instancia no 

están aguardando la remisión del Mandato que se emite por este foro 

cuando atiende un recurso antes de proceder a actuar como se le ordena. 

Su consecuencia natural es la desestimación de un nuevo recurso ante la 

intervención a destiempo del foro del que se recurre.  En aras de evitar o 

minimizar las desestimaciones nos hemos tomado el tiempo de indicarle al 

foro apelado, en la parte dispositiva de nuestras sentencias o resoluciones, 

la advertencia clara e inequívoca de aguardar el mandato antes de actuar.  

Al hacerlo citamos la jurisprudencia en apoyo al tema.   

 El recurso original de apelación de este caso (KLAN20151386) fue 

desestimado.  En la parte dispositiva advertimos al foro que antes de actuar 

conforme se le ordenaba debía aguardar el mandato.  Fundamentamos 

nuestra advertencia.  Sin embargo, el foro primario hizo caso omiso a 

nuestra advertencia y nuevamente nos vemos obligados a desestimar 

el recurso de apelación por segunda ocasión. Más sorprendente resulta 

que el foro primario tuvo la oportunidad de corregir su error pues la propia 

parte apelante así se lo indicó en una moción de reconsideración.  Sin 

embargo, desaprovechó tal oportunidad.  La parte apelante, por temor a 
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perder su derecho de apelar presentó su recurso nuevamente, pese a estar 

consciente que el recurso era prematuro.  Esta situación, creada por el 

error de primera instancia, es lo que provoca una nueva desestimación. 

 Reiteramos que los errores en las notificaciones y las actuaciones 

prematuras del foro primario sin aguardar el mandato milita en contra de la 

agilidad que debe permear todo proceso ante los tribunales y el principio de 

acceso a la justicia. El vernos obligados a desestimar esta apelación, por 

segunda vez, nos crea una profunda preocupación, y hasta cierto punto 

frustración. Son muy frecuentes los errores que sobre este particular 

estamos notando en este foro. Las circunstancias por las cuales ocurren no 

son atribuibles a las partes, sino a los actores del sistema judicial; a veces 

sus jueces y en otras ocasiones a las secretarías de Instancia. Sin embargo, 

la recurrencia de estos errores  perjudica a las partes y retrasa, o incluso 

puede impedir, el acceso a este foro, pues se desestiman los reclamos de 

las personas que acuden en busca de la revisión de dictámenes 

desfavorables. Ello a su vez provoca que las partes tengan que aguardar la 

emisión de un mandato de nuestro nuevo dictamen desestimatorio para que 

entonces el foro primario tenga autoridad para corregir su error. Colón y 

otros v. Frito Lays, 186 DPR 135 (2012); Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 

185 DPR 288 (2012).  

 Asimismo, se afecta la labor de este foro apelativo al incidir estos 

errores en el desempeño ágil, eficiente y correcto de la atención a los 

méritos de los reclamos, obligándonos a desestimar, lo que resulta en un uso 

inadecuado de los recursos humanos y administrativos que innegablemente 

impacta los limitados recursos económicos con los que cuenta esta Rama 

Judicial para llevar a cabo sus operaciones. Por otra parte, las 

desestimaciones llevan aparejadas un aumento en el costo del litigio, pues 

para volver a acudir ante este foro el ciudadano tiene que cancelar aranceles 

nuevamente, presentar un nuevo recurso, incurrir en los altos costos que la 

reproducción de copias conlleva y el gasto en honorarios de abogado que 

acarrea. 
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Por esto, no podemos desaprovechar la oportunidad para hacer un 

llamado a todos los actores de este sistema, sean jueces, juezas o personal 

de la secretaría, para ser más cuidadosos en el desempeño de sus 

funciones y labores con el fin de intentar atajar esta situación que atenta 

contra el principio fundamental de acceso a la justicia al cual tienen derecho 

todos los ciudadanos. No podemos abstraernos de la coyuntura histórica que 

se vive en este país con la contracción económica que actualmente sufrimos. 

Estos errores, que seguramente no son intencionales, encarecen los litigios y 

deben ser evitados para al menos evitar imponer más escollos a los 

ciudadanos que buscan justicia.    

 
 
 
 

María del Carmen Gómez Córdova 
Juez del Tribunal de Apelaciones 


